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diContribución al informe del Relator Especial sobre las ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias sobre asesinato de personas LGBTIQ+
Paraguay
1. Desde que organizaciones de derechos humanos han empezado a documentar, se registran al menos 61 asesinatos[footnoteRef:1] de personas trans en Paraguay, cifra alta teniendo en cuenta que se trata de un país de seis millones de habitantes[footnoteRef:2]. En el país, las personas transgénero enfrentan una situación de discriminación histórica y estructural, que comporta la exclusión de derechos básicos[footnoteRef:3]. El Paraguay no cuenta con una legislación contra toda forma de discriminación que incluya entre las categorías protegidas la orientación sexual, la identidad y expresión de género, habiendo sido ya observado por este motivo[footnoteRef:4]. Esto causa persistente impunidad por actos de discriminación y la agresiva circulación de desinformación, particularmente narrativas antiderechos, así como discursos de odio por parte de líderes políticos y religiosos. [1:  Organizaciones de derechos humanos se encuentran investigando, por lo menos 5 casos más ocurridos en los últimos años, por lo que la cifra podría ser mayor.]  [2:  Panambi, Informe sobre casos paradigmáticos de violencia y muerte de personas trans en Paraguay 2016-2020 (Asunción: Panambi, 2021); Panambi, Olvidadas hasta en la muerte. Asesinatos a personas trans durante el período democrático en Paraguay (1989-2019) (Asunción: Panambi, 2019); Panambi, Análisis de la reacción estatal ante asesinatos de personas trans en Paraguay (Asunción: Panambi, 2018). ]  [3:  Martín Negrete, et al., Estudio sobre las barreras al cumplimiento de derechos humanos de las personas trans en Paraguay (Asunción: Panambi, Red ONG VIH y Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, 2021).]  [4:  UN Doc. CCPR/C/PRY/CO/4, párr. 14-15; CCPR/C/PRY/CO/3, párr. 9; E/C.12/PRY/CO/4, párr. 13; CEDAW/C/PRY/CO/7, párr. 11; A/HRC/32/9; CRPD/C/PRY/CO/2-3, párr. 11.] 

2. Esta colaboración, presentada por la alianza entre la Mesa Nacional Trans y la Coordinadora de Derechos Humanos del Paraguay (Codehupy), abordará las circunstancias de riesgo de muertes arbitrarias de personas trans, identificando los principales obstáculos y desafíos en cuanto a prevención, investigación y sanción de los responsables, a partir de la evidencia empírica recolectada por nuestras organizaciones en el contexto local. La contribución espera ofrecer conclusiones y recomendaciones basadas en evidencia para que el informe del Relator Especial contribuya positivamente a la protección del derecho a la vida de las personas trans.
3. Del análisis de los casos documentados en Paraguay, surge una relación directa de los asesinatos con la exposición en la vía pública para el ejercicio del trabajo sexual, en su mayor parte las muertes fueron ataques ocurridos en las “paradas”, es decir, los lugares de oferta de servicios sexuales. La mayoría eran menores de 30 años y migrantes del campo a la ciudad, entre otras interseccionalidades[footnoteRef:5]. [5: 	 Panambi, Olvidadas…, 96.] 

4. En el caso de las muertes de personas trans bajo custodia, el contexto estructural explicativo es la falta de medidas públicas sobre autoidentificación, clasificación, evaluación del riesgo de personas trans en los centros penitenciarios, que expone particularmente a mujeres trans a contextos de encierro de muy alto riesgo[footnoteRef:6]. Investigaciones basadas en datos del Mecanismo Nacional de Prevención contra la Tortura, evidencian que hombres trans y mujeres lesbianas están en una mayor exposición al riesgo de sufrir torturas por parte de agentes policiales o penitenciarios, como castigo por lo que se considera una trasgresión de roles de género[footnoteRef:7]. La clasificación y ubicación de personas LGBTI en centros penitenciarios se debe realizar en base a un análisis de riesgo específico elaborado por un equipo profesional técnico multidisciplinario, teniendo en cuenta el respeto a la identidad y expresión de género y la protección contra la violencia[footnoteRef:8]. [6: 	 UN Doc. A/56/156, párr. 23; CAT/C/57/4, párr. 66; CAT/OP/PRY/1, párr. 214.]  [7:  Hugo Valiente y José Galeano Monti, “Mombuchas y kamboyas. Caracterización de la tortura y malos tratos contra mujeres privadas de libertad”, Estudios Paraguayos (XXXV) 1 (2017), 167-186.]  [8:  Corte I.D.H., Opinión Consultiva OC-29/22 Enfoques diferenciados respecto de determinados grupos de personas privadas de la libertad, sentencia de 30 de mayo de 2022.] 

5. Analizando el contexto del actuar criminal, se identifica que, en la mayor parte de los casos, se trata de crímenes de odio cometidos por personas que no tendrían una relación con las víctimas, aunque también se registran muchos casos de violencia ejercida por parejas masculinas. Se observa una generalizada falta de debida diligencia para el auxilio y traslado de las víctimas a servicios de urgencias, situación que en gran medida precipitó las muertes[footnoteRef:9]. [9: 	 Panambi, Olvidadas…, 97.] 

6. El común denominador de los casos es la impunidad. Se tiene documentado un solo caso en el que se ha impuesto una condena penal a un hombre que asesinó a una mujer trans motivado por el odio[footnoteRef:10]. Este reporte señalará aquellos marcos legales, institucionales y de políticas públicas que se consideran factores que contribuyen a la repetición crónica de estos hechos y a su impunidad. [10: 	 Panambi, Informe sobre casos…] 

Falta de reconocimiento legal de la identidad de género
7. Un primer factor determinante es la falta de una legislación de identidad de género que permita a las personas transgénero concordar sus documentos personales identificatorios con su identidad de género. Paraguay mantiene un sistema registral donde el sexo asignado al nacer es el marcador de género que no admite modificación ulterior. Todo su sistema legal e institucional se organiza sobre el modelo cultural binario género/sexo, negando el reconocimiento legal y la igual protección a las diferencias de orientación sexual, identidad y expresión de género, que se apartan del patrón cultural hegemónico heterosexual y cisgénero. Dos personas trans han presentado comunicaciones al Comité de Derechos Humanos, ante el rechazo de demandas civiles presentadas para cambiar sus nombres[footnoteRef:11]. [11:  Comunicación No. 4173/2022 Yren Rotela Ramírez c. Paraguay y Comunicación 4174/2022 Mariana Sepúlveda c. Paraguay.] 

8. Los Estados tienen obligación de facilitar el acceso al reconocimiento del género de manera compatible con el derecho a la no discriminación, la igual protección de la ley, la privacidad, la identidad y la libertad de expresión[footnoteRef:12]. Las personas trans cuyas identidades no gozan del reconocimiento legal son más vulnerables a la violencia y a los crímenes de odio, a la discriminación y a la desprotección en situaciones de emergencia[footnoteRef:13]. [12:  UN Doc. A/73/152, párr. 21. Corte I.D.H., Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Identidad de género, e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo; TEDH, Christine Goodwin v. the United Kingdom, 11 de julio de 2002, N° 28957/95.]  [13:  Corte I.D.H., Opinión Consultiva OC-24/17…, párr. 83. UN Doc. A/73/152, párr. 43. UN Doc. A/HRC/29/23, párr. 34-38, 54, y 60-62. Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH), Vivir libres e iguales. Qué están haciendo los Estados para abordar la violencia y discriminación contra las personas lesbianas, gays, bisexuales, transgénero e intersex (Ginebra: Naciones Unidas, 2016), 94.] 

Factores de exclusión y discriminación en el acceso a la justicia
9. La falta de reconocimiento legal de la identidad de género determina una serie de obstáculos de acceso a la justicia que causan impunidad. Las investigaciones han identificado profundos prejuicios discriminatorios de origen religioso en policías y agentes fiscales, que asocian a las víctimas con la delincuencia, por el estigma del trabajo sexual o la actividad nocturna[footnoteRef:14]. El registro de las denuncias no identifica a las víctimas con un marcador de género compatible con su identidad, lo que determina la invisibilidad de los casos en las estadísticas penales y el trato revictimizante al momento de la denuncia. Los casos son registrados e investigados como si fueran homicidios ordinarios, de un hombre contra otro. Las hipótesis de investigación se enmarcan en robo, falta de acuerdo en la tarifa del servicio sexual, ajuste de cuentas, etc., y no se considera la identidad de género de la víctima como dato relevante en la investigación, ni existen estrategias o protocolos para la investigación de contexto[footnoteRef:15]. [14: 	 Panambi, Análisis…, 55-56.]  [15: 	 Panambi, Olvidadas…, 99.] 

10. En el 2020 se creó el Departamento de Búsqueda de Personas de la Policía Nacional, unidad responsable de registrar e investigar denuncias de desaparición de personas. El registro no incluye un marcador de identidad de género y/o de orientación sexual. Asimismo, no se registran circunstancias de contexto que permitirían encuadrar las hipótesis de búsqueda en contextos de discriminación u odio. Las víctimas son mayoritariamente a mujeres, de edades de entre 13 y 17 años.
11. Se ha señalado que la identidad trans está asociada a estereotipos delincuenciales, lo que afecta su credibilidad y la imparcialidad de los tribunales[footnoteRef:16]. Los prejuicios basados en estos estereotipos nocivos distorsionan las percepciones y dan lugar a decisiones basadas en creencias preconcebidas y mitos, en lugar de hechos, lo que a su vez puede dar lugar a la denegación de justicia[footnoteRef:17]. [16:  UN Doc. A/56/156, de 3 de julio de 2001, pár. 21.]  [17:  Corte I.D.H., Caso Vicky Hernández y otras vs. Honduras. Sentencia de 26 de marzo de 2021, párr. 114.] 

12. En el contexto local, se ha evidenciado que, en la investigación de homicidios, la rapidez de la respuesta es esencial para obtener pruebas inmediatas: el análisis criminalístico de la escena del crimen, la identificación de testigos, la captura de imágenes de cámaras de seguridad. En los homicidios de personas trans, la investigación es negligente y tardía, con lo que muchos de estos elementos se pierden. Asimismo, se señala que otras personas trans no quieren testificar por falta de políticas de protección; en tanto las personas cisgénero no testifican, por actitudes discriminatorias[footnoteRef:18]. [18: 	 Panambi, Análisis…, 58-59.] 

13. Como se ha señalado, la falta de reconocimiento de la identidad de género conlleva restricciones en el acceso a la justicia para las personas trans, porque “cuando se denuncia a estas personas, su identidad de género es tácitamente una circunstancia agravante y, cuando son estas personas las que presentan una denuncia, su identidad de género es motivo de descrédito”[footnoteRef:19]. [19:  UN Doc. A/HRC/38/43/Add.1, párr. 48.] 

Elementos del crimen del odio
14. Otra consecuencia derivada de la falta de reconocimiento legal de la identidad de género en Paraguay es la inexistencia de una tipificación penal de crímenes de odio que contemple las categorías de orientación sexual, identidad y expresión de género, entre otros, ya sea como tipo penal autónomo o como agravante en tipos penales existentes[footnoteRef:20]. [20: 	 Panambi, Olvidadas…, 101.] 

15. Se ha caracterizado a los crímenes de odio, como la violencia basada en prejuicios hacia la orientación sexual, y la identidad o expresión de género percibida o real de una persona, motivada por “el deseo de castigar a quienes se considera que desafían las normas de género”[footnoteRef:21]. [21:  Corte I.D.H., Caso Vicky Hernández…, párr. 69. UN Doc. A/HRC/29/23, párr. 21. UN Doc. A/HRC/19/41, párr. 20 y 21.] 

16. Ante el asesinato de una persona transgénero, debe entenderse que existe una obligación de oficio de enmarcar la investigación de la posible motivación discriminatoria del crimen, dado el marco social de violencia y discriminación hacia el colectivo. La omisión de la investigación de los posibles móviles discriminatorios puede constituir per se una forma de discriminación, además de una violación al deber positivo de investigar el hecho en el marco de un patrón de violaciones[footnoteRef:22]. [22: 	 Corte I.D.H., Caso Azul Rojas Marín y otra vs. Perú, párr. 196. Caso Vicky Hernández…, párr. 107.] 

17. En dicho marco, se considera que la introducción en la legislación penal de formas de responsabilidad penal agravada por odio puede resultar en una mejor protección para el colectivo de personas trans. Asimismo, esta medida podría contribuir a generar estadísticas criminales y protocolos de investigación, similares a aquellos usados en la investigación de otras violencias basadas en género[footnoteRef:23]. [23:  Camilo Bernal Sarmiento, et. al., Modelo de Protocolo latinoamericano de investigación de las muertes violentas de mujeres por razones de género (femicidio/ feminicidio) (Panamá: OACNUDH y ONU Mujeres, 2014).] 

18. Sin embargo, esta tipificación presenta algunos desafíos para que sirva como un instrumento de lucha eficaz contra la impunidad. Los homicidios cometidos como crímenes de odio, en su definición normativa, plantean una estructura subjetiva dual de particular complejidad, debido a que, además del dolo general, presente en la volición y conocimiento de los actos típicos o elementos exteriores de la conducta, visibles en el hecho de matar a una persona, se requiere el dolo especial, un dolo directo de primer grado, presente en la voluntad de matarla como castigo por haber trasgredido las normas de género.
19. Es necesario que se reconozca al enfoque basado en el conocimiento para la atribución del dolo especial y al modelo inferencial como metodología judicial de razonamiento y valoración de la prueba. Es decir, que la prueba de este dolo especial debe basarse siempre en una construcción judicial que lo infiere de la interpretación de la conducta visible del perpetrador y las presunciones de hecho que se derivan del contexto. Así, es posible atribuir responsabilidad penal por resultados que el autor conocía que podrían ser alcanzados como consecuencia de su conducta, dado el contexto social y cultural de subalternidad del colectivo al que pertenecía la víctima.
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